2
REF:
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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN PRIMERA

PRESIDENCIA

Bogotá, D.C., quince (15) de julio de dos mil trece (2013)

REF:
 Expediente  20080025600

Actor: LUÍS RUEDA GÓMEZ

Se procede a resolver la solicitud de suspensión provisional promovida por el señor FELIPE PIQUERO VILLEGAS, en representación del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN IGNACIO, frente a la Circular 0003 de abril 26 de 2013, proferida por la Superintendencia de Nacional de Salud, al considerar que reproduce en esencia las disposiciones de un acto que ya se había suspendido y anulado.

I.- ANTECEDENTES

El 15 de octubre de 2009, la Sección Primera del Consejo de Estado ordenó la suspensión provisional del Decreto 4444 de 2006, por los siguientes argumentos:

“…se hace imperiosa la necesidad de que el legislador ordinario, en virtud del pronunciamiento de la Corte Constitucional, regule la materia relacionada con el aborto y la atención de la salud en este campo por parte de quienes conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud, pues de no ser así se llegaría al absurdo de entender que la sentencia de la Corte Constitucional hace las veces de la ley y que el Gobierno Nacional puede reglamentar una sentencia.

Desde esta perspectiva, estima la Sala que es procedente revocar el ordinal 2º de la parte resolutiva del auto de 14 de mayo de 2009 y, en su lugar, acceder a la medida precautoria impetrada, pues en efecto, al no existir ley posterior a la sentencia de la Corte Constitucional, por sustracción de materia, no podía el Gobierno acudir al mecanismo de la potestad reglamentaria.”

Posteriormente mediante sentencia del 13 de marzo de 2013, declaró nulo el Decreto 4444 de 2006, invocando, entre otras, las mismas razones alegadas en el auto de suspensión, reiterando la necesidad de que, previamente a la intervención del Ejecutivo, se expidiera una ley que regulara la materia y que dentro de dicho marco, se ejerciera la potestad reglamentaria.

II. LA SOLICITUD DE SUSPENSIÓN DE LA CIRCULAR 0003 DE ABRIL 26 DE 2013
1-.Mediante memorial radicado el 24 de mayo de 2013, el señor FELIPE PIQUERO VILLEGAS, en representación del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN IGNACIO, solicitó la medida precautoria, aduciendo, en esencia, lo siguiente:

Alega que, en razón, que se cumplen los requisitos previstos en los artículos 237 y 239 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se debe declarar la suspensión provisional de la Circular 0003, que fue expedida el 26 de abril de 2013 por el señor Superintendente Nacional de Salud y publicada el 29 de abril de 2013 en el Diario Oficial. 

Afirma que en el curso del presente proceso, el 15 de octubre de 2009, la Sección Primera del Consejo de Estado ordenó la suspensión provisional y, posteriormente, en sentencia del 13 de marzo de 2013, declaró nulo el Decreto 4444 de 2006, mediante el cual se impartían órdenes a todos los prestadores de salud, con el fin de regular la interrupción voluntaria del embarazo.

Sostiene que los argumentos en los que se soportó dicha decisión, consistieron, principalmente, en el hecho de que las normas que fueron fundamento de su expedición en realidad no se relacionaban con el tema del decreto, por lo que no podía alegarse que las disposiciones de la norma acusada obedecían al ejercicio de la potestad reglamentaria.
Explica que con la Circular 0003, el señor Superintendente Nacional de Salud expidió, de nuevo, una serie de disposiciones que, en idéntico sentido a las del suspendido y anulado Decreto 4444, pretenden regular los servicios de interrupción voluntaria del embarazo, sin que exista, a la fecha, una ley mediante la cual el legislador ordinario haya regulado la materia dentro del ámbito normativo previsto en la propia Constitución Política, ni un decreto que la haya reglamentado.

Señala que de una simple lectura de la circular en cuestión puede corroborarse que el señor Superintendente Nacional de Salud, además de acudir a los mismos fundamentos jurídicos que invocó el Gobierno Nacional para sustentar la expedición el Decreto 4444 de 2006, está aduciendo el pretendido cumplimiento de las funciones de inspección, vigilancia y control asignadas a la Superintendencia Nacional de Salud, para reproducir, las disposiciones del acto que ya había sido suspendido y anulado.

Agrega que, la Circular 0003 no sólo reprodujo disposiciones que tienen idéntico efecto jurídico a las del suspendido y anulado Decreto, sino que regula temas altamente sensibles y del absoluto y exclusivo resorte del legislador y que, hasta ahora, se encuentran contenidos únicamente en la Constitución Política y han sido objeto de algunas decisiones de la Corte Constitucional.

II. LAS CONSIDERACIONES

En el sub lite el actor solicita que se decrete la suspensión provisional de la Circular Externa 0003 del 26 de abril de 2013, expedida por la Superintendencia Nacional de Salud, por considerar que reproduce las disposiciones del Decreto 4444 de 2006 expedido por la Presidencia de la República, que impartía órdenes a todos los prestadores de salud, con el fin de regular la interrupción voluntaria del embarazo, Decreto que fuera declarado nulo por esta Sección, mediante sentencia de marzo de 2013
. 

Sostiene, en esencia, que no existe ley ni reglamento que fundamente la competencia de la Superintendencia para la expedición del acto demandado, igual circunstancia que condujo a la declaratoria de nulidad del mencionado Decreto 4444.
Para sustentar su petición de suspensión, hace alusión al artículo 237 de la Ley 1437 de 2011 – C.P.A. y C.A. – a través del cual se consagra la prohibición de reproducción de acto suspendido o anulado. La referida disposición prescribe lo siguiente:
“Artículo 237: Prohibición de reproducción de acto suspendido o anulado. Ningún acto anulado o suspendido podrá ser reproducido si conserva en esencia las mismas disposiciones anuladas o suspendidas, a menos que con posterioridad a la sentencia o al auto, hayan desaparecido los fundamentos legales de la anulación o suspensión.” 

Para resolver, el Despacho observa:

El artículo 624 de la Ley 1564 de 2012 (Código General del Proceso), que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1987, trata sobre la aplicación de la ley en el tiempo en los siguientes términos:
“Modifíquese el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, el cual quedará así:
"Artículo 40. Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.
Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.
La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad" (Negrillas fuera de texto).
Por su parte, los artículos 308 y 309 del C.P.A. y C.A., derogatorios del artículo 164 de la Ley 446 de 1998, consagran:
“Artículo 308. Régimen de transición y vigencia. El presente Código comenzará a regir el dos (2) de julio del año 2012. 

Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en vigencia. 

Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior” (Negrillas fuera de texto).
“Artículo 309. Derogaciones. Deróganse a partir de la vigencia dispuesta en el artículo anterior todas las disposiciones que sean contrarias a este Código, en especial, el Decreto 01 de 1984, el Decreto 2304 de 1989, los artículos 30 a 63 y 164 de la Ley 446 de 1998, la Ley 809 de 2003, la Ley 954 de 2005, la Ley 1107 de 2006, el artículo 73 de la Ley 270 de 1996, el artículo 9° de la Ley 962 de 2005, y los artículos 57 a 72 del Capítulo V, 102 a 112 del Capítulo VIII y 114 de la Ley 1395 de 2010”
De una lectura detallada a las normas pretranscritas, el Despacho estima que si bien es cierto las disposiciones referentes a la sustanciación y ritualidades de los procesos deben aplicarse a partir de su promulgación, también lo es que los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes a su interposición o solicitud.
Ciertamente, la competencia para tramitar el proceso seguirá rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior, esto es, con las disposiciones vigentes en el momento de la formulación de la demanda con que se promueva.
Sobre el particular, la jurisprudencia del Consejo de Estado, a través de sus diferentes Secciones, se ha pronunciado señalando el principio de irretroactividad de la ley la cual rige hacia el futuro y precisando que las normas procedimentales son de orden público y de aplicación inmediata, “con la excepción prevista en el artículo 40 de la Ley 153 de 1887” hoy artículos 308 y 309 del C.P.A. y C.A.

En el caso sub examine, se observa que la ley posterior no es aplicable, esto es, el C.P.A. y C.A. pues se enmarca dentro de las excepciones a la observancia inmediata de la ley procedimental, coligiéndose entonces que únicamente podría habérsele dado aplicación a la ley posterior, por indicación expresa del legislador respecto de su retroactividad
.
Ciertamente, resulta improcedente la aplicación de la Ley 1437 de 2011 a situaciones y/o actuaciones que venían siendo tramitadas bajo el imperio del Decreto 01 de 1984, como lo pretende el peticionario, más aún cuando la solicitud presentada se relacionada de manera directa con los argumentos expuestos por esta Sección para la definición de la controversia en el proceso de la referencia.
Ahora bien, sin perjuicio de lo anterior, el Despacho advierte que el acto administrativo, hoy atacado, fue expedido por autoridad diferente (Superintendencia Nacional de Salud) y con adicionales fundamentos de derecho (Constitución Política, Tratados Internacionales – Bloque de Constitucionalidad, Leyes y las decisiones de la Honorable Corte Constitucional), circunstancias que impiden el estudio y análisis de la petición dentro del marco normativo que regula la prohibición de reproducción de acto suspendido o anulado (artículo 158 C.C.A.
), siendo entonces necesario la interposición de una nueva demanda.
Teniendo en cuenta lo anterior, llama la atención del Despacho que, en efecto, el actor impetró medio de control con pretensión de nulidad ante esta misma Sección y con el propósito de lograr la suspensión y posterior anulación de la plurimencionada Circular Externa 003, demanda que se encuentra al despacho del H. Magistrado Guillermo Vargas Ayala, a la espera de ser admitida
, contrariando de esta manera principios tales como el de lealtad procesal y racionalización en la puesta en marcha de la Administración de Justicia, al iniciar dos trámites con la misma finalidad ante esta Corporación.
Por las razones expuestas, el Despacho rechazará la solicitud deprecada por el peticionario.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, en Sala Unitaria, 

R E S U E L V E:

RECHÁZASE la solicitud presentada por el señor FELIPE PIQUERO VILLEGAS, en representación del HOSPITAL UNIVERSITARIO SAN IGNACIO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

Consejero
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� “Ningún acto anulado o suspendido podrá ser reproducido por quien los dictó si conserva en esencia las mismas disposiciones anuladas o suspendidas a menos que con posterioridad a la sentencia o al auto hayan desaparecido los fundamentos legales de la anulación o suspensión.





“Deberán suspenderse provisionalmente los efectos de todo acto proferido con violación de los anteriores preceptos. La orden de suspensión, en este caso, deberá comunicarse y cumplirse inmediatamente, a pesar de que contra ella se interponga el recurso de apelación.





“Cuando estando pendiente un proceso se hubiere ordenado suspender provisionalmente un acto, y la misma corporación o funcionario lo reprodujere contra la prohibición que prescribe este artículo, bastará solicitar la suspensión acompañando copia del nuevo acto. Estas solicitudes se decidirán inmediatamente, cualquiera que sea el estado del proceso, y en la sentencia definitiva se resolverá si se declara o no la nulidad de estos actos.





“La solicitud de suspensión provisional será resuelta por auto de la Sala, Sección o Subsección, contra el cual sólo procede, en los procesos de única instancia, el recurso de reposición y, en los de primera instancia, el de apelación. Este recurso se resolverá de plano; no impedirá el cumplimiento del auto ni suspenderá la tramitación del proceso ante el inferior, el cual actuará en copias y remitirá el original al superior”.





� Medio de Control con pretensión de nulidad. Demandante: Hospital Universitario San Ignacio. Demandado: Superintendencia Nacional de Salud. Rad.: 2013-00257.





